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León, Guanajuato, a 24 veinticuatro de abril del año 2009 dos mil nueve. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .    

V I S T O S para resolver los autos del proceso administrativo, identificado con el expediente número 270/2008-JN, promovido por la ciudadana Guadalupe Aldana González, y,. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- El proceso administrativo fue interpuesto oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a la fecha en que le fueron  notificados a la parte actora los actos impugnados, ya que señala que fue el 15 quince de agosto del 2008 dos mil ocho; lo que se corrobora con los formatos de notificación contenidos en los propios documentos impugnados. . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- La existencia de los actos impugnados, consistentes en las notificaciones y resultado de los avalúos descritos en el inciso a), del primer considerando de esta sentencia, por los que se da a conocer el resultado de los avalúo practicados a los inmuebles propiedad de la persona moral impetrante del proceso, ubicados en calle Cordillera del Himalaya, dos de los inmuebles y el tercero ubicado en calle Monte Aconcagua, lote 60 sesenta, manzana 17 diecisiete, de la colonia Cumbres del Campestre, de esta ciudad; se acredita en la presente causa administrativa, con las copias al carbón de dichos documentos (visibles en autos en copia certificada a fojas 12 doce, 20 veinte y 28 veintiocho), que acompañó la actora a su escrito de demanda; y que, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor público en ejercicio de sus funciones, merecen pleno valor probatorio, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 78 y 121, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, aunado al reconocimiento que de los mismos, hace la demandada al contestar la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I, del Artículo 299, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en la presente causa administrativa, siendo que ello estriba en que la parte actora aduce ilegalidad en los documentos impugnados y en el procedimiento de valuación precedentes, ya que estima que, vulneran sus garantías de legalidad y seguridad jurídicas, al carecer de la debida fundamentación y motivación, al no haberse señalado el objeto de la valuación y encontrarse indebidamente notificados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- Por cuestión de Orden Público y, de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En el presente asunto, la autoridad demandada hace valer la causal de improcedencia prevista en la fracción I, del artículo 261, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, al referir que los actos impugnados no afectan los intereses jurídicos de la actora, ya que no se trata de actos definitivos, pues pueden ser modificados por la  misma autoridad que los emitió, conforme al artículo 176, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Es infundada la causal de improcedencia señalada, en razón de que los actos impugnados sí afectan los intereses jurídicos de la actora, ya que a través de dichas notificaciones, se le dieron a conocer los resultados de los avalúos practicados a los inmuebles de su propiedad, fijando su valor fiscal y por consiguiente el monto del impuesto predial correspondiente a cada uno; asimismo, si bien es cierto que el precepto señalado (artículo 176), concede un termino de 30 treinta días a los contribuyentes, para que formulen las aclaraciones que estimen pertinentes, también lo es que, ello no resulta en un tramite obligatorio previo a interponer el proceso administrativo, sino sólo una manera de aclarar ciertos aspectos de la contribución, pero no constituye una etapa del procedimiento administrativo que deba tramitarse, y mucho menos que tal aclaración sea el acto definitivo; pues el acto administrativo que culmina el procedimiento de avalúo, es precisamente la notificación del resultado del avalúo, por lo que en la presente causa administrativa, sí resulta procede la impugnación de los resultados de los avalúos por la ciudadana Guadalupe Aldana González. . . 

SEXTO.- Así las cosas, al no haber procedido la causal de improcedencia planteada por la Tesorería Municipal, en tanto que de oficio, no se advierte la actualización de alguna causal de las previstas en los preceptos señalados en el párrafo anterior, que impida el análisis del fondo del asunto, es por lo que se procede al estudio de los conceptos se impugnación planteados en contra de dicha autoridad siendo preciso destacar por su importancia lo siguiente: . . . . . . . . 
De las documentales que obran en la presente causa administrativa se desprende que el Tesorero Municipal, en fecha 1 uno de agosto del 2008 dos mil ocho, emitió las ordenes de valuación números 153130-08 (uno-cinco-tres-uno-tres-cero-guión-cero-ocho), 153129-08 (uno-cinco-tres-uno-dos-nueve-guión-cero-ocho) y 9750-08 (nueve-siete-cinco-cero-guión-cero-ocho), en las que ordena la práctica y notificación del avalúo y verificación física de inmuebles propiedad de la parte actora, ubicados, dos en calle Cordillera Himalaya y uno, en calle Monte Aconcagua, todos en la colonia Cumbres del Campestre, de esta ciudad y, que como consecuencia de esas ordenes, con fecha 5 cinco de agosto del año 2008 dos mil ocho, se levantaron avalúos de los inmueble (palpable en autos a fojas 14 catorce, 22 veintidós y 30 treinta), asignándoles un valor, respectivamente, de $1’924,700.00 (Un millón novecientos veinticuatro mil setecientos pesos 00/100 moneda nacional); $1’886,700.00 (Un millón ochocientos ochenta y seis mil setecientos pesos 00/100 moneda nacional); y, $1’917,100.00 (Un millón novecientos diecisiete mil cien pesos 00/100 moneda nacional), cuyos resultados se notificaron mediante los folios números 0541411 (cero-cinco-cuatro-uno-cuatro-uno-uno); 0542114 (cero-cinco-cuatro-dos-uno-uno-cuatro); y 0541414 (cero-cinco-cuatro-uno-cuatro-uno-cuatro), de fechas 7 siete, 8 ocho y 7 siete, en ese orden, del mismo mes y año, folios que son materia de la litis en el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Así las cosas, de los conceptos de impugnación esgrimidos por la actora, este Juzgador se avocará al estudio de aquel que considera trascendental para emitir la presente sentencia, como lo es el segundo, sin necesidad de transcribir los demás, de acuerdo con el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, en el segundo concepto de impugnación, plantea la parte actora que los actos impugnados vulneran las garantías de legalidad y seguridad jurídica tuteladas por el artículo 16 Constitucional, al encontrarse indebidamente fundados y motivados; toda vez que es obligación de la autoridad demandada fundar y motivar la orden de visita, ya que uno de los requisitos de las mismas, es, entre otros, el de señalar el objeto de la visita;  lo que no se dio en la presente causa administrativa, ya que aduce que no existen dichas ordenes de valuación. . . 

Al agravio en estudio, la autoridad demandada al contestar la demanda señaló: “Si existe orden de valuación para realizar los avalúos, misma que se anexa en copia certificada, para acreditar que efectivamente se siguió con lo establecido en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Una vez analizado el concepto de impugnación, éste Juzgador lo considera fundado, pues efectivamente, las notificaciones de los resultados de los avalúos impugnados se apoyan en las ordenes de valuación respectivas, y aunque las mismas sí existen, -a diferencia de lo expresado por la actora-, es cierto lo argumentado en el sentido de que en dichas ordenes no se señala los motivos o causas que les den origen, por lo que no se encuentran debidamente motivadas en razón de lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La autoridad demandada al rendir su contestación, ofreció como pruebas de su parte, las órdenes de valuación de fecha 1 uno de agosto del año 2008 dos mil ocho, emitidas por la misma autoridad; las que presentó en copia certificada por el Secretario del Ayuntamiento y por ende, al ser documentos públicos expedidos por servidor público en ejercicio de sus funciones, merecen pleno valor probatorio, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 78 y 121, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; en dichos documentos, se plasmaron diversos preceptos jurídicos a manera de fundamentación y en cuanto a la motivación, se señaló solamente que: “... se ordena la práctica y notificación del avalúo y verificación física del inmueble de su propiedad ubicado en el siguiente domicilio: ...”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Sin embargo, como se aprecia a simple vista, la autoridad emisora, omitió precisar de manera clara, el objeto de las ordenes de valuación, esto es, la razón u origen que motiva o mueve a la autoridad a emitir una orden en ese sentido, dado que existen en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, en el Capítulo Primero del título Cuarto, -relativo al impuesto predial- diversos preceptos que motivarían la orden de valuar algún inmueble; tales como el artículo 168, (avalúo por tener el anteriormente practicado una vigencia de dos años); el artículo 172, (En el caso de terminación de construcción, reconstrucción o ampliación de un inmueble), y el caso del artículo 173, (en el supuesto de división, fusión o demolición de inmuebles); sin que la autoridad demandada, en ningunas de las tres ordenes que emitió, expusiera algún objeto o motivo para proceder en ese sentido; lo que sin duda se traduce en una indebida motivación de las ordenes señaladas, las que constituyeron la primera etapa del procedimiento de valuación que concluyeron con las notificaciones ahora impugnadas. . . . . . . . . 
Ello se traduce en que la parte actora no pudo producir su defensa jurídica de una manera adecuada, al no habérsele dado a conocer, en la respectiva motivación, el origen de la necesidad de valuar nuevamente los inmuebles de su propiedad, ello no obstante que la autoridad demandada, en su escrito de contestación, al referirse al cuarto concepto de impugnación expresa: “……cuando no se den las causas enumeradas en dicha fracción el valor fiscal podrá ser modificado por avalúo, que tendrá una vigencia de dos años. Por lo que a través del avalúo practicado se modifico el valor del inmueble”. Lo anterior da a entender que el motivo de las ordenes de valuación, es por que ya transcurrió la vigencia del avalúo anterior, sin embargo, dicho motivo no fue plasmado por la autoridad demandada, en las ordenes de valuación ya descritas en esta sentencia, estando obligada a ello, de acuerdo al criterio emitido por el Magistrado de la Primera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, contenido en la publicación de Criterios del referido Tribunal, “2000-2007”, en su página 39, la que refiere textualmente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“ORDEN DE AVALÚO. DEBEN EXPRESARSE LOS MOTIVOS DE LA MISMA. De conformidad con el artículo 173 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado, el avalúo para la actualización de los valores catastrales se puede realizar bajo tres supuestos, pero en la propia orden debe expresarse el que da origen a la misma, pues de otra forma, el particular afectado no contaría con los elementos necesarios para realizar una defensa adecuada, actualizándose con ello la causal de nulidad prevista en la fracción II del artículo 88 de la Ley de Justicia Administrativa.” (Exp. 2.507/00. Sentencia de fecha 16 de abril de 2001. Actor: Teresa Goeva Grimaldi). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De esta manera, al no precisar la autoridad demandada, en las ordenes de valuación multireferidas; las razones, circunstancias o motivos particulares que tuvo, de acuerdo a los preceptos que resultasen aplicables, para ordenar la realización de los avalúos respectivos; no señalando la adecuación de alguno de los preceptos anotados en el párrafo anterior, que a juicio de la Tesorería Municipal, resultaran aplicables a los casos concretos, resulta que se encuentran indebidamente motivadas y están afectadas de ilegalidad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por ende, si las ordenes de valuación en las que se apoyan los resultados de los avalúos impugnados, se encuentran indebidamente motivadas, incurriendo así en una violación a los requisitos formales de los actos administrativos; en consecuencia las notificaciones de los resultados de los avalúos impugnadas, son también ilegales, al derivar y desprenderse de las ordenes de valuación inicialmente realizadas; vulnerando así el artículo 4º, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, que establece que las autoridades administrativas municipales, únicamente pueden hacer lo que la ley les establece, siendo su obligación la de emitir sus actos debidamente fundados y motivados; y al no hacerlo así se incurre en la causa de nulidad prevista en la fracción II, del artículo 302, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . 

Al caso resulta aplicable la tesis de Jurisprudencia siguiente: . . . . . . . . . . . . .

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION. La debida fundamentación y motivación legal, deben entenderse, por lo primero, la cita del precepto legal aplicable al caso, y por lo segundo, las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron a la autoridad a concluir que el caso particular encuadra en el supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento." No. de Registro: 203,143. Jurisprudencia. Materia(s):Común. Novena Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: III, Marzo de 1996. Tesis: VI. 2o. J/43. Página: 769. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SÉPTIMO.- En virtud de que el segundo concepto de impugnación, resultó fundado y es suficiente para declarar la nulidad de los actos impugnados, resulta innecesario el estudio de los restantes conceptos de impugnación ya que su análisis no afectaría el sentido de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Sirve de apoyo a lo anterior la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: . 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía:  Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo anterior, al actualizarse la causa de nulidad prevista en la fracción II, del artículo 302, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; con sustento en lo dispuesto por el artículo 300, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede decretar la Nulidad Total de las resoluciones contenidas en las notificaciones y resultado de los avalúos números de folio 0541411 (cero-cinco-cuatro-uno-cuatro-uno-uno), de fecha 7 siete de agosto de 2008 dos mil ocho; 0542114, (cero-cinco-cuatro-dos-uno-uno-cuatro), de fecha 8 ocho de agosto del mismo año; y 0541414 (cero-cinco-cuatro-uno-cuatro-uno-cuatro), de fecha 7 siete de agosto del mismo año. .  

Por lo expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos  298, 299, 300, fracción II, y 302, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
R E S U E L V E :

SEGUNDO.- Procedió el proceso administrativo interpuesto. . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Se decreta la Nulidad Total de los actos impugnados por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el considerando Sexto de esta misma resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria, la Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
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